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Exp. 771/2024-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 771/2024/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: TITULAR DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO.
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., doce de marzo del dos mil veinticinco. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 771/2024/2, promovido por el C. **********, señalando como autoridad demandada al Titular de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, y,

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintiuno de agosto del dos mil veinticuatro, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Titular de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado; señalando como acto impugnado el que a continuación se precisa:

“1.- La resolución de NEGATIVA FICTA que recae a mi petición presentada por escrito ante la demandada el 08 de diciembre de 2023, mediante la cual solicité la entrega de MI TITULO PROFESIONAL, y en razón de que hasta el día de la fecha ha sido omisa en emitir una respuesta de manera expresa y concreta a mi solicitud a pesar de haber colmado todos y cada uno de los requisitos legales para tal efecto la realización de mis prácticas profesionales, así como la realización y aprobación de manera satisfactoria mi examen profesional. La negativa de la autoridad se traduce en que resuelve mi petición en sentido negativa, configurándose de esta manera la figura jurídica de la negativa ficta.”

II.- Mediante proveído de veintiocho de agosto del dos mil veinticuatro, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera; apercibida que en caso de no hacerlo, de oficio se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario.

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

III.- En proveído de fecha ocho de octubre del dos mil veinticuatro, se tuvo al Titular de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; por  no contestando la demanda en el término de diez días hábiles concedido en el acuerdo de veintiocho de agosto de dos mil veinticuatro; por tanto, se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el auto referido y con fundamento en lo dispuesto por los normativos 240, 24 y  242 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se le tuvo por precluído su derecho para contestar la demanda, y por contestando los hechos en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, en virtud de que no lo hizo en el término que le fue concedido.

Asimismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de la parte actora, las siguientes:
· Acuse de recibo del escrito fechado el cuatro de noviembre de dos mil veintitrés, dirigido a la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, de fecha ocho de diciembre del citado año.

· Copia fotostática simple del comprobante de inscripción de veinticuatro de agosto de dos mil diecisiete, folio **********.

· Copia fotostática simple del baucher de pago de fecha diecisiete de julio de dos mil diez.

· Copia fotostática simple de la Constancia de fecha tres de marzo de dos mil veintiuno.

· Copia fotostática simple del comprobante de pago de examen profesional, de fecha dos de julio de dos mil veintiuno.

· Copia fotostática simple de la constancia de liberación de prácticas profesionales fechado el nueve de julio de dos mil veintiuno.

· Copia fotostática simple de la constancia de terminación de estudios de fecha dieciséis de julio de dos mil veintiuno.

· Copia fotostática simple del acta de examen profesional de diecinueve de julio de dos mil veintiuno.

· Copia fotostática simple de carta de terminación de estudios emitida el diecinueve de julio de dos mil veintiuno.

· Copia fotostática simple del oficio **********.

· Copia fotostática simple del escrito de baja dirigido al Secretario de Educación de Guanajuato, del veintitrés de mayo de dos mil veintitrés.

· Copia fotostática simple del escrito de narrativa de hechos que detalla como documental décima tercera del capítulo de pruebas del escrito de demanda.

· Copia fotostática simple de los oficios **********.

· Copia fotostática simple de la notificación realizada por la Comisión Estatal de Derechos Humanos, de fecha veinticinco de octubre de dos mil veintitrés, dentro del expediente **********.

· Copia fotostática simple del informe rendido por la Dirección Estatal de Profesiones de fecha veintiséis de octubre de dos mil veintitrés.

· Copia fotostática simple de la constancia de prácticas profesionales expedida el tres de marzo de dos mil veintiuno.

· Copia fotostática simple del “formulario de baja comercial” fechado el trece de mayo de dos mil veintidós.

· La instrumental de actuaciones.

· La presuncional legal y humana.
Finalmente, visto el estado de autos, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las doce horas del treinta de octubre de dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita. 

IV.- En la fecha y hora señaladas en la parte final del resultando que antecede, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, enseguida el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas y exhibidas en tiempo dada su propia y especial naturaleza; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo. En período de alegatos, se certificó que estos no se formularon por ninguna de las partes; se dio por terminada la audiencia y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia relacionada con la resolución negativa ficta recaída a una instancia, en la que se solicitó se realizaran las gestiones conducentes y le fuera entregado su título profesional y no se continuara afectando sus derechos, y en virtud de que el accionante manifiesta y acredita haber presentado escrito dirigido a la Secretaria de Educación de Gobierno del Estado, a fin de que le fuera su título profesional sin obtener respuesta expresa alguna.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

Comparece a juicio el C. **********, por sus propios derechos a impugnar la negativa ficta de pago respecto del escrito de fecha 4 cuatro de noviembre del 2023 dos mil veintitrés, con sello de recepción del Despacho del Secretario de la Secretaria de Educación  de Gobierno del Estado, de 8 ocho de diciembre del 2023 dos mil veintitrés, mediante el cual solicitó que de manera urgente se realizaran las gestiones conducentes y le fuera entregado su título profesional a fin de que no se le continuara afectando sus derechos.
En ese sentido esta Sala considera que el interés jurídico de la Parte Actora, se encuentra plenamente acreditado con las documentales consistentes en el escrito presentado por el accionante a la Secretaria de Educación de Gobierno delo Estado, con sello de acuse de recibo del día 8 ocho de diciembre del 2023 dos mil veintitrés, visible a foja 8, 9 y 10 del expediente de las que se desprende con claridad que el C. **********, formuló instancia ante la Autoridad Demandada para que de manera urgente se realizarán las gestiones conducentes para que le fuera entregado su título profesional y no se continuara afectando sus derechos, de ahí que con el referido ocurso se acredita que el actor formuló la instancia respecto del cual recayó la negativa ficta materia de estudio en este expediente; además de que también acompaño los siguientes documentos:

· Copia fotostática simple del comprobante de pago de examen profesional, de fecha dos de julio de dos mil veintiuno. (f.14)
· Copia fotostática simple de la constancia de liberación de prácticas profesionales fechado el nueve de julio de dos mil veintiuno. (f.15)
· Copia fotostática simple de la constancia de terminación de estudios de fecha dieciséis de julio de dos mil veintiuno. (f.16)
· Copia fotostática simple del acta de examen profesional de diecinueve de julio de dos mil veintiuno. (f.17 y 18)
· Copia fotostática simple de carta de terminación de estudios emitida el diecinueve de julio de dos mil veintiuno. (f.19)
Por tanto, es incuestionable que el C. **********, detenta interés jurídico para controvertir en el presente Juicio Contencioso Administrativo el acto impugnado, a lo cual esta Juzgadora estima oportuno precisar que constituyen cuestiones diversas que deberán de estudiarse posteriormente en el presente fallo: 1) si efectivamente se configuró la resolución negativa ficta que debate la parte actora; y en caso de que sí se hubiera configurado; 2) resolver sobre la legalidad de esa resolución negativa ficta recaída a su ocurso; y 3) analizar la procedencia de su pretensión.
Dichos documentos merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción I del Código antes citado.
Tocante a la autoridad demandada se precisa que en auto de ocho de octubre del dos mil veinticuatro, se le tuvo por no dando contestación a la demanda, por lo que se le tuvo por precluído su derecho para contestar la demanda, y por contestando los hechos en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, en virtud de que no lo hizo en el término que le fue concedido.
TERCERO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo consiste en determinar la legalidad o ilegalidad –previo análisis sobre su configuración- de la resolución ficta consistente en:

la negativa ficta de pago respecto del escrito de fecha cuatro de noviembre del dos mil veintitrés, y presentado ante la demandada el día ocho de diciembre del mismo año;  mediante el cual solicito que de manera urgente se realizarán las gestiones conducentes para que le fuera entregado su título profesional como Licenciado en Educación Primaria y no se continuara afectando sus derechos.
Por tanto, la litis planteada en este Juicio es la resolución negativa ficta que se configura respecto de la petición presentada por la parte demandante mediante la cual solicita la expedición de dicho título; en virtud de lo cual este Tribunal deberá pronunciarse en torno a la legalidad de la negativa a lo solicitado por parte actora, considerando para ello las constancias que integran el presente expediente y presunciones legales que resulten aplicables.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese tenor de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la Parte Actora se localizan en la foja 3 a la 5 del escrito de demanda, dentro del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. 
Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:
“Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En virtud del tipo de Litis planteada en el presente juicio contencioso administrativo, por cuestión de método, la suscrita Magistrada procede primero a determinar si se ha configurado o no la negativa ficta que impugna el demandante –existencia del acto debatido- y de configurarse, proceder a analizar sobre su legalidad.

En ese tenor se debe señalar que la parte actora en su escrito inicial de demanda impugna una resolución negativa ficta respecto a la instancia formulada ante la Secretaria de Educación  de Gobierno del Estado, en fecha 8 ocho de diciembre del 2023 dos mil veintitrés, mediante el cual solicito que de manera urgente se realizarán las gestiones conducentes para que le fuera entregado su título profesional como Licenciado en Educación Primaria y no se continuara afectando sus derechos.

En congruencia con lo anterior, cabe destacar que la negativa ficta ha sido considerada por nuestra doctrina jurídica, como la figura que tiene por objeto evitar que el particular que formuló una solicitud, petición o instancia por escrito, resulte afectado en su esfera jurídica ante el silencio de la Autoridad, que conforme a la ley debe emitir la resolución correspondiente, por tanto se establece que cuando haya transcurrido un determinado tiempo desde la fecha en que se formuló la instancia, y la autoridad no da contestación, existe la presunción legal de que su decisión es en sentido negativo para el gobernado que formuló la instancia. 
En ese orden de ideas, la figura de la negativa ficta, implica la abstención de la autoridad a resolver sobre una solicitud dentro del plazo legal, y la consecuente presunción legal de que se ha negado lo pedido por el gobernado, de modo tal que su naturaleza la podemos descomponer en cuatro elementos a saber:
a) Un presupuesto, la existencia de una petición;

b) Una omisión, la abstención de responder;

c) Uno normativo, el plazo legal y;

d) Una consecuencia, la negación de lo pedido.

Así mismo, dichos elementos encuentran sustento en lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:

Novena Época, Registro: **********Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 164/2006, Página: 204
NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley. 
En ese contexto, analizando las constancias que integran el expediente y a fin de acreditar la existencia de los elementos que configuran la negativa ficta, tenemos en cuenta que en la presente controversia se surten las hipótesis que la integran, lo anterior atendiendo al hecho de que cada uno de los requisitos para que se actualice la procedencia de la misma es que exista una petición o instancia formulada a una autoridad, y el silencio por dicha autoridad hasta la fecha en que controvirtió en esta vía.

Así, la negativa ficta demandada por la parte actora se acredita en razón de las siguientes consideraciones:

1.- Como ya se ha mencionado con anterioridad, dentro las constancias que obran en autos se encuentra la petición de la accionante, con lo que se corrobora lo expresado por ella misma, en el sentido de que mediante escrito presentado el 8 ocho de diciembre del 2023 dos mil veintitrés, solicitó a la Secretaria de Educación de Gobierno del Estado, que de manera urgente se realizarán las gestiones conducentes para que le fuera entregado su título profesional como Licenciado en Educación Primaria, exponiéndole que había cumplido con la totalidad de los requisitos para la obtención del título de la licenciatura en educación primaria, generación 2017-2021, exhibiendo al efecto copia de diversos documentos que detalla en su petición, lo que justifica el hecho relativo a la recepción por la mencionada dependencia de la petición planteada por el aquí actor.

2.- En cuanto al segundo de los elementos, que se traduce en la omisión de responder, se trata de un hecho negativo, que por tanto la carga de la prueba corresponde a la autoridad demandada y no a la Actora, ello, de acuerdo a lo que dispone el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, de acuerdo a lo que dispone el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado, de lo que sigue que corresponde a la Autoridad demostrar que existe una resolución expresa debidamente notificada, de modo que acredite que no se actualizó la hipótesis de omisión de respuesta, ya que este es un hecho positivo; sin embargo, en el caso en particular la autoridad demandada no dio contestación a la demanda, a virtud de lo cual se le tuvo por contestando la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario; de ahí que se tiene que dicha petición no fue contestada expresamente por la autoridad demandada, circunstancia que acredita el segundo de los elementos.
3.- Por lo  que se refiere al tercero y cuarto de los elementos para configurar la negativa ficta, que en ese orden son el normativo relativo al plazo legal para contestar la instancia formulada, y que esto tenga como consecuencia legal la negación de lo pedido, tales elementos se encuentran en el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que dispone, no podrá exceder de tres meses el plazo para que una dependencia o entidad resuelva lo que corresponda y que transcurrido dicho plazo, se entenderán las resoluciones en sentido negativo al promovente, en seguida se transcribe el precepto legal en cita.
“ARTICULO 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo par a que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código.

Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.”

Bajo ese tenor, en el caso que nos ocupa es evidente que en la especie se configuró la negativa ficta, como resolución administrativa dictada tácitamente en sentido negativo dada su naturaleza jurídica conforme a la presunción legal establecida en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al no haberse resuelto en forma expresa y dentro de un plazo de tres meses; lo solicitado por el particular mediante alguna instancia formulada contados a partir de la fecha de su presentación. 

Ello, toda vez que de las constancias que obran en autos,  la petición no resuelta en forma expresa se encuentra debidamente acreditada en sus dos vertientes: en razón del plazo transcurrido entre la fecha de su presentación, es decir,  escrito de fecha 8 ocho de diciembre del 2023 dos mil veintitrés; habiendo transcurrido en exceso el plazo de los tres meses previsto en el artículo 20 del Código en cita; así como en razón de no contarse con una resolución expresa referida a la solicitud en comento.

Por tanto, al configurarse la resolución negativa ficta, lo que corresponde a la autoridad demandada al producir su contestación de demanda es dar a conocer al gobernado los fundamentos y motivos en que se apoya la negativa, conforme a lo dispuesto por el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que es del tenor siguiente.

ARTÍCULO 244. La parte demandada deberá adjuntar a su contestación copias de la misma y de los documentos que acompañe, para cada una de las demás partes. 

(REFORMADO, P.O. 03 DE OCTUBRE DE 2019)

Para efectos de lo anterior, se estará a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 235 de este Código. 

En la contestación de la demanda no podrá variarse la fundamentación y motivación del acto impugnado. 

Tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma la sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario. 

En la contestación de la demanda o antes de que se dicte sentencia, la autoridad demandada podrá allanarse a las pretensiones del actor o, revocar el acto impugnado, siempre que se satisfaga la pretensión del demandante, esto es, que la extinción del acto atienda a lo efectivamente pedido por el actor en la demanda o, en su caso, en la ampliación, pero vinculada a la naturaleza del acto impugnado. 

En ese caso, el Magistrado debe analizar si la revocación satisface las pretensiones del demandante, en su defecto continuará el trámite del juicio.

En ese contexto, según se advierte de la documental visible a foja 37 y 38 de autos, en proveído de ocho de octubre del dos mil veinticuatro, se tuvo al Titular de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por  no contestando la demanda en el término legal que le fue  concedido en el acuerdo de veintiocho de agosto de dos mil veinticuatro; en virtud de lo cual, con fundamento en lo dispuesto por los normativos 240, 24 y  242 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se le tuvo por contestando los hechos en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Por lo tanto, debido a que las autoridades demandadas no dieron contestación a los hechos que manifestó la parte actora, ni aportaron prueba alguna en cuanto a que desvirtuara la negativa a realizar las gestiones conducentes para que le sea entregado el título profesional como licenciado en educación primaria, que reclama mediante el juicio que ahora se resuelve,  se actualiza la presunción de certeza de los hechos no contradichos con prueba alguna, conforme a lo previsto en el artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice textualmente lo siguiente:
Artículo 241. Si la parte demandada no produce su contestación dentro del término legal, la Sala, de oficio, declarará la preclusión del derecho correspondiente, teniendo por contestada la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario. 
En este supuesto, la Sala dará vista al superior jerárquico, a la Contraloría General del Estado, o bien, al Congreso del Estado, según corresponda, para determinar responsabilidades al funcionario o autoridad demandada. Si al producir en tiempo la contestación de la demanda, la parte demandada no se refiere a todos y cada uno de los hechos de la misma, los omitidos se considerarán presuntivamente ciertos, salvo prueba en contrario. 
De lo cual también se actuará en consecuencia, para los efectos precisados en el párrafo precedente. Para los efectos de este artículo, el Tribunal establecerá una base de datos que permita a las autoridades señaladas, conocer los Acuerdos de referencia.
Por lo cual al no existir en el sumario a estudio prueba en contrario, se tienen por ciertos lo hechos afirmados por la parte actora en la demanda, en cuanto a que cursó la carrera de licenciatura en educación primaria, generación 2017-2021; que el día tres de marzo del dos  mil veintiuno se le entregó la constancia para participar en el proceso de selección para la Admisión en Educación básica, ciclo escolar 2021-2022, en el que se indicó que obtendría su título en el mes de junio del 2022, motivo por el cual el dos de junio del 2021, cubrió la cuota correspondiente por el monto de **********; en virtud de lo cual, le entregaron certificado de terminación de estudios el nueve de julio del dos mil veintiuno, la constancia de liberación  de práctica profesional el dieciséis de julio del dos mil veintiuno, y el diecinueve de julio del dos mil veintiuno realizó el examen profesional, siendo aprobado por unanimidad, en virtud de lo cual recibió el acta de examen profesional, así como también la carta de terminación de estudios; pero que no obstante lo ya señalado, llegada la fecha para que le fuera entregado el título profesional, esto es en junio del dos mil veintidós, el mismo no le fue entregado, no obstante haber cumplido con todos los requisitos a que se refiere el numeral 8.3 de las Normas Específicas de Control Escolar, Relativas a la Selección, Inscripción, Reinscripción, Acreditación, Regularización, Certificación y Titulación de las licenciaturas para la formación de docentes para la Educación Básica en la modalidad Escolarizada (2012), además de que en septiembre del 2022 entregaron los títulos a casi todos los alumnos excepto el de él; que el veintitrés de octubre del dos mil veintitrés de octubre del dos mil veintitrés, se mandó oficio a la Dirección Estatal de Profesiones y en la respuesta señalan que la **********, ha sido omisa en subir documentos y por tal motivo no se ha expedido el título, más concretamente que la escuela no ha realizado la carga correspondiente en el sistema integral de profesiones de la plataforma SCIA.
En relación a lo anterior el actor acompaño para acreditar su se advierte que obran agregadas dentro de los autos del expediente las documentales que fueron siguientes.
· Copia fotostática simple del comprobante de inscripción de veinticuatro de agosto de dos mil diecisiete, folio **********, a nombre de **********. (f.11)
· Copia fotostática simple del baucher de pago de fecha diecisiete de julio de dos mil diez. (f.12)
· Copia fotostática simple de la Constancia de fecha tres de marzo de dos mil veintiuno. (f.13)
· Copia fotostática simple del comprobante de pago de examen profesional, de fecha dos de julio de dos mil veintiuno. (f.14)
· Copia fotostática simple de la constancia de liberación de prácticas profesionales fechado el nueve de julio de dos mil veintiuno. (f.15)
· Copia fotostática simple de la constancia de terminación de estudios de fecha dieciséis de julio de dos mil veintiuno. (f.16)
· Copia fotostática simple del acta de examen profesional de diecinueve de julio de dos mil veintiuno. (f.17 y 18)
· Copia fotostática simple de carta de terminación de estudios emitida el diecinueve de julio de dos mil veintiuno. (f.19)
· Copia fotostática simple del oficio **********, mediante el cual el Coordinador de Profesiones hace constar que el título que acredita al ahora actor como licenciado en educación primaria, egresado de la **********”, se encuentra en trámite para la emisión del mismo en forma electrónica. (f.20)
· Copia fotostática simple del informe rendido por la Dirección Estatal de Profesiones de fecha veintiséis de octubre de dos mil veintitrés.
Dichas documentales merecen valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado, y vinculadas entre sí, acreditan lo manifestado por el actor en los hecho de la demanda; aunado a que respecto de dicha manifestación,  y ante la falta de contestación de la demanda, se actualiza la presunción de certeza de los hechos no contradichos con prueba alguna, conforme a lo previsto en el artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Además de que dentro de dichos documentos destaca el oficio No. **********, signado por el Profesor **********, en su carácter de Director Estatal de Profesiones de la Secretaria de Educación de Gobierno del Estado, visible a fojas 27 y 28 del expediente ya valorado; de cuyo contenido se desprende la aclaración en  el sentido de que no ha sido posible, que esa Dirección de profesiones de continuidad y concluya con la emisión en forma electrónica, del título que acredita al ahora actor como licenciado en Educación Primeria, en virtud de que la Institución denominada, ********** no había realizado la carga en el sistema Integral de Profesiones Web (SIPW) de la Plataforma CGIA, de las constancias con las que se acredite dar cumplimiento a los artículos 8 y 9 del Reglamento de la Ley para el Ejercicio de las Profesiones en el Estado de San Luis Potosí, y el cual se inserta en imagen digitalizada a continuación.
(Imagen digitalizada)
En esas condiciones, la negativa de la autoridad respecto de la instancia formulada ante la Secretaria de Educación  de Gobierno del Estado, en fecha 8 ocho de diciembre del 2023 dos mil veintitrés, mediante el cual solicitó que de manera urgente se realizarán las gestiones conducentes para que le fuera entregado su título profesional como Licenciado en Educación Primaria, contraviene el principio de Seguridad Jurídica a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, en relación con los artículos 5 y 7 de la Ley General de Educación y artículos 8 y 9 del Reglamento de la Ley para el Ejercicio de las Profesiones en el Estado. 

Por lo tanto al resultar fundado lo esgrimido por la parte actora en el sentido de que la demandada sin fundamento y motivo alguno niega la emisión  del título profesional como Licenciado en Educación Primaria.
En esas condiciones, en la especie se actualiza la causa de ilegalidad prevista en el artículo 250 fracción II y IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes  que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, y que el acto impugnado se haya dictado en contravención de las disposiciones aplicables. 
Así las cosas, al resultar sustancialmente fundados los argumentos planteados en los conceptos de impugnación esgrimidos por la Parte Actora en el escrito inicial de la demanda, en relación con el acto impugnado consistente en la negativa de la Autoridad Demandada, de realizar las gestiones correspondientes para la entrega del título profesional como Licenciado en Educación Primaria al actor; respecto de la cual se actualizó la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250 fracción II y IV que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado, cuando se dejan de aplicar las disposiciones debidas, en el caso particular el artículo 20, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 16 de la constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 164 fracción III, V, y 165 fracción II y III del citado Código, en relación con los artículos 5 y 7 de la Ley General de Educación y artículos 8 y 9 del Reglamento de la Ley para el Ejercicio de las Profesiones en el Estado.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la negativa ficta, respecto de la solicitud consistente en que de manera urgente se realizarán las gestiones conducentes para que le fuera entregado su título profesional como Licenciado en Educación Primaria al actor; por lo que se decreta su NULIDAD y se le deja sin efecto legal alguno.

En ese tenor a efecto de restituir al demandante en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, en términos de lo dispuesto por el artículo 252 del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se ordena a las autoridades demandadas que de manera inmediata realicen las gestiones correspondientes para la entrega del título profesional como Licenciado en Educación Primaria al actor, debiendo acreditar que ha realizado la carga en el sistema Integral de Profesiones Web (SIPW) de la Plataforma CGIA, de las constancias con las que se acredite dar cumplimiento a los artículos 8 y 9 del Reglamento de la Ley para el Ejercicio de las Profesiones en el Estado de San Luis Potosí, como se precisa en el oficio No. **********, signado por el Profesor **********, en su carácter de Director Estatal de Profesiones de la Secretaria de Educación de Gobierno del Estado, visible a fojas 27 y 28 de autos.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracciones IX y XIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos  248, 249, 250 fracción II y IV, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se configuró la Negativa Ficta impugnada por la parte actora, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, y motivos precisados en el Considerando Sexto de este fallo.

TERCERO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la negativa de la Autoridad Demandada, de dar respuesta a la instancia formulada por la Parte actora en el sentido de que realicen las gestiones correspondientes para la entrega del título profesional como Licenciado en Educación Primaria al actor y la entrega del mismo; por lo que se decreta su NULIDAD, dejándose sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos, así como para los efectos expuestos en la parte final del Considerando Sexto de la presente Sentencia.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y a la Autoridad Demandada.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. RUBRICAS.
	“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”



